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fue quien ordenó la continuación de las obras cuya parali-
zación se ordenó cautelarmente en este proceso, la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial dictada en el proceso civil 
no considera acreditada la participación del demandado en 
la orden de realizar esas mismas obras, y ello sin hacer 
referencia alguna a las Sentencias penales dictadas con 
ocasión de los mismos hechos y que ya obraban en las 
actuaciones al haber sido aportadas por la apelante. Este 
extremo, como antes se ha expuesto, sólo puede predi-
carse respecto de la Sentencia dictada en el proceso civil 
en grado de apelación, y es relevante, por cuanto que para 
que un órgano judicial tome en cuenta una resolución judi-
cial firme de otro órgano es preciso que esa otra resolución 
sea anterior y que se tenga conocimiento oficial de ella 
porque se halle incorporada al proceso que ante él se tra-
mita (SSTC 158/1985, de 26 de noviembre, FJ 6, y 204/1991, 
de 30 de octubre, FJ 4).

4. Sentado lo anterior resta por determinar el alcance 
que deba otorgarse al amparo. La doctrina de este Tribunal 
sobre resoluciones judiciales contradictorias de distintos 
órdenes jurisdiccionales proclama la necesidad de arbitrar 
medios para evitar contradicciones entre las decisiones 
judiciales referidas a los mismos hechos y para remediar-
los si se han producido. Ello supone que, si existe una 
resolución firme dictada en un orden jurisdiccional, otros 
órganos judiciales que conozcan del mismo asunto con 
posterioridad deberán también asumir como ciertos los 
hechos declarados tales por la primera resolución o justifi-
car la distinta apreciación que hacen de los mismos (SSTC 
158/1985, de 26 de noviembre, FJ 6, 204/1991, de 30 de 
octubre, FJ 4, y, recientemente, STC 16/2008, de 31 de 
enero, FJ 2). Consiguientemente el amparo que debe con-
ceder este Tribunal por vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 de la Constitu-
ción ha de ceñirse a anular la Sentencia dictada en grado 
de apelación civil por la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Almería para que la Audiencia Provincial dicte 
nueva Sentencia examinando, entre los demás extremos 
que estime oportunos, la existencia de la aparente contra-
dicción con las Sentencias dictadas previamente en el jui-
cio de faltas.

F A L L O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por El Estan-
quero, S. L., y, en consecuencia:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) de la sociedad 
demandante de amparo.

2.º Restablecerla en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la Sentencia de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Almería de 19 de septiembre de 2005 (dic-
tada en el recurso de apelación núm. 178-2004), retrotra-
yendo las actuaciones al momento procesal anterior al de 
dictarse dicha Sentencia con el objeto de que el mencio-
nado Tribunal pronuncie otra plenamente respetuosa con 
aquel derecho fundamental.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de septiembre de dos mil 
ocho.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubri-
cado. 

 16299 Sala Segunda. Sentencia 110/2008, de 22 de 
septiembre. Recurso de amparo 743-2006. Pro-
movido por don Luis Pastor Alcázar frente a las 
resoluciones de un Juzgado de Primera Instan-
cia de Majadahonda que inadmitió su oposi-
ción en autos de ejecución de título judicial 
derivado de un litigio de separación matrimo-
nial. Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al proceso): inadmisión de 
oposición a la ejecución por tardía, al compu-
tar el plazo desde la fecha en que la demanda 
de ejecución fue trasladada a quien había 
actuado como procurador del ejecutado en el 
previo proceso de separación tres años antes.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 743-2006, promovido 
por don Luis Pastor Alcázar, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Luis Ortiz Herraiz y bajo la asis-
tencia de la Letrada doña Teresa Fernández García, contra 
el Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Maja-
dahonda, de 23 de diciembre de 2005, que desestima el 
recurso de reposición interpuesto contra la providencia 
de 13 de octubre de 2005, recaída en los autos de ejecu-
ción de título judicial núm. 372-2005 seguidos en ese Juz-
gado. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente 
el Magistrado don Eugeni Gay Montalvo, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 25 de enero de 2006 el Procura-
dor de los Tribunales don Luis Ortiz Herraiz, en la repre-
sentación mencionada, dedujo demanda de amparo 
contra la resolución judicial que se indica en el encabe-
zamiento de esta Sentencia, por entender que vulnera 
el art. 24.1 CE.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes hechos:

a) Doña Ana María Rebollo García formuló contra 
su ex marido, el recurrente en amparo, demanda de eje-
cución de títulos judiciales en reclamación de determina-
das cantidades (las correspondientes a la actualización 
de la pensión de alimentos y al abono de la parte propor-
cional de los gastos extraordinarios de sus hijos meno-
res, así como de los gastos de comunidad e impuesto de 
bienes inmuebles), correspondiendo su despacho al Juz-
gado de Primera Instancia núm. 2 de Majadahonda, que 
lo tramitó con el número 372-2005. La ejecutante indicó 
como domicilio a efectos de notificaciones el correspon-
diente a la empresa donde trabajaba el ejecutado 
(Redondo y García, S. A., en C. L., Serranía de Ronda 
núm.16, Área empresarial Andalucía, en Pinto, Madrid). 
Ese mismo Juzgado había tramitado también, previa-
mente, la separación de los cónyuges con el número de 
autos 125-2002.

b) Por Auto de 13 de julio de 2005 el mencionado 
Juzgado despachó la ejecución, ordenando que se notifi-
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cara al ejecutado para que pudiera personarse en la eje-
cución.

c) El Juzgado dio traslado de la demanda ejecutiva 
con fecha de 18 de julio de 2005 a don Esteban Muñoz 
Nieto, persona que había actuado como Procurador del 
ejecutado en el proceso de separación tramitado en el 
año 2002 en ese mismo Juzgado.

d) Con fecha de 19 de julio de 2005 el mencionado 
Procurador presentó un escrito ante el Juzgado, solici-
tando que se notificara personalmente al demandado, 
pues, aunque había ostentando hacía tres años su repre-
sentación en el procedimiento de separación, actual-
mente no era su Procurador. Dado que no le había podido 
localizar por encontrarse de vacaciones, se interesaba del 
órgano judicial que se dirigiera al ejecutado personal-
mente para que no se le causara indefensión.

e) Por providencia de 7 de septiembre de 2005, noti-
ficada el día 12 siguiente, el Juzgado rechaza lo solicitado 
al entender que, conforme al art. 28 LEC, ese Procurador 
ostentaba la representación hasta que quedase ejecutada 
la Sentencia. En consecuencia le da traslado nuevamente 
del escrito, añadiendo que en caso de que desease renun-
ciar a dicha representación debía comunicarlo expresa-
mente al Juzgado o ponerlo en conocimiento de su 
poderdante con anticipación y de modo fehaciente, con-
forme al art. 30.2 LEC, no pudiendo abandonar su repre-
sentación hasta que se realizara la designación de otro 
Procurador en el término de diez días.

f) Ante los términos del proveído, el citado Procura-
dor contactó con el Sr. Pastor, advirtiendo que el plazo 
para oponerse a la ejecución vencía el 26 de septiembre, 
fecha en la que el ejecutado formuló el escrito de oposi-
ción a través de su actual Procuradora Sra. Jiménez de la 
Peña.

g) Por providencia de 13 de octubre de 2005 se 
requirió a la parte ejecutada para que en el plazo de tres 
días se personara en las actuaciones para otorgar el poder 
apud acta interesado con fecha de 26 de septiembre en el 
escrito de oposición a la ejecución y, con respecto a esta 
última, declaró no haber lugar a su admisión por haberse 
formulado fuera de plazo.

h) Contra esa providencia se formuló por la parte 
ejecutada recurso de reposición en el que adujo indefen-
sión por vulneración del derecho de defensa y a ser asis-
tido por el Letrado y Procurador de su elección, así como 
por no haber dispuesto de un plazo de diez días para 
oponerse a la ejecución desde que recibió en su persona 
la notificación. Considera, además, que esta última 
debió realizarse en el domicilio designado en la demanda 
ejecutiva.

i) El recurso de reposición fue desestimado por Auto 
del Juzgado de 23 de diciembre de 2005. Se comienza 
señalando que, conforme al art. 28 LEC, la representación 
que ostentaba el Sr. Muñiz Nieto sobre don Luis Pastos 
Alcázar se extendía, a falta de prueba de revocación del 
poder, hasta la completa ejecución de la Sentencia, por lo 
que se había actuado correctamente dando traslado a ese 
Procurador de la demanda ejecutiva. Teniendo en cuenta 
que la notificación se produjo el día 18 de julio de 2005 el 
escrito de oposición a la ejecución formulado el día 26 de 
septiembre siguiente se presentó fuera de plazo.

3. El recurrente en amparo considera que la actua-
ción del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Maja-
dahonda en el procedimiento ejecutivo núm. 372-2005, en 
el que era parte ejecutada, ha vulnerado el derecho a la 
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) por no 
haber sido emplazado personalmente en el procedi-
miento, siendo realizada la notificación en la persona de 
un Procurador que ya no ostentaba su representación por 
haber terminado su función representativa en el proceso 
de separación previo, impidiéndole, de este modo, ejercer 
sus derechos en el nuevo proceso de ejecución.

4. Mediante providencia de 5 de febrero de 2008 la 
Sala Segunda admitió a trámite la demanda y, en aplica-
ción del art. 51 LOTC, acordó dirigir comunicación al 
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Majadahonda a 
fin de que, en el plazo de diez días, remitiese certifica-
ción o fotocopia adverada de las actuaciones correspon-
dientes así como para la práctica de los emplazamientos 
pertinentes.

5. Por diligencia de ordenación de 27 de marzo 
de 2008 la Sala Segunda acordó dar vista de las actuacio-
nes recibidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, 
por plazo común de veinte días, para que pudiesen reali-
zar las alegaciones que estimasen pertinentes conforme 
determina el art. 52.1 LOTC.

6. Con fecha de registro de 30 de abril de 2008 pre-
sentó su escrito de alegaciones la representación proce-
sal de la parte recurrente en amparo, en el se que reitera 
la indefensión que la actuación judicial discutida ha oca-
sionado al ejecutado al no haberle notificado personal-
mente el procedimiento instado en su contra. En este 
sentido se señala que no son válidos los razonamientos 
ofrecidos por el Juzgador para justificar la validez de la 
notificación realizada en la persona de su antiguo Procu-
rador, tanto más cuando el poder había sido tácitamente 
revocado conforme a lo dispuesto en el art. 30 LEC, como 
lo evidencia el hecho de que, ya en ejecución de Senten-
cia (liquidación de gananciales), la parte hubiese sido 
representada por la actual Procuradora. Añade que no 
puede obligarse, ni al profesional ni al interesado, a man-
tener una relación en el tiempo sine díe por sí una de las 
partes inicia una ejecución, y que resulta inadmisible que 
el procedimiento de ejecución se tramite para el Juzgado 
como nueva demanda a todos los efectos y para el intere-
sado como continuación de un juicio que para él concluyó 
hace tres años, sin las garantías de conocer en su persona 
la primera comunicación relativa al nuevo proceso y de 
poder acudir en su defensa con los profesionales de su 
libre elección. También sostiene que la interpretación judi-
cial mantenida es contraria a lo dispuesto en la Ley de 
enjuiciamiento civil 1/2000, de 7 de enero, que configura 
la ejecución como un procedimiento separado del pro-
ceso declarativo que lo origina, así como al criterio man-
tenido al respecto por la doctrina judicial, que viene apli-
cando la jurisprudencia constitucional sobre los actos de 
comunicación procesales y la especial relevancia del pri-
mer emplazamiento para la tutela judicial efectiva.

7. El Ministerio público presentó su escrito de alega-
ciones el día 10 de junio de 2006 interesando el otorga-
miento del amparo. Comienza diciendo que lo cuestio-
nado en este caso es el derecho a la tutela judicial efectiva 
en su vertiente de acceso al proceso, ya que no puede 
entenderse cumplido este derecho por la previa interven-
ción del recurrente en amparo en el proceso de separa-
ción, toda vez que el de ejecución constituye una litis 
autónoma a la que debió ser llamado personalmente. 
Siendo ese el derecho comprometido en el caso de autos, 
se imponía, pues, que la actuación judicial se rigiera por 
el principio «pro actione».

Dicho lo que antecede, prosigue diciendo que, como 
resulta del tenor literal del Auto de despacho de la ejecu-
ción, la intención del juzgador fue, en un principio, notifi-
car personalmente el procedimiento al ejecutado, con-
forme a lo preceptuado en el art. 553.2 LEC, pero que, 
posteriormente, no actuó en consecuencia, al extender 
la diligencia a un Procurador que había actuado en 
representación de la parte en el anterior pleito de sepa-
ración. A pesar de que este último le manifestó que ya 
no representaba ni guardaba relación con el ejecutado 
desde hacía tres años, y que se procurase su notificación 
personal para no causarle indefensión, el órgano judicial 
le indicó que debía hacerse cargo del pleito en aplica-
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ción del art. 28 LEC, entregándole nuevamente la copia de 
la demanda ejecutiva, de cuyo contenido parecía des-
prenderse que el plazo para la oposición habría de con-
tarse desde el momento en que era devuelta la documen-
tación.

A juicio del Fiscal la actuación judicial comentada, que 
inadmitió por extemporáneo el escrito de oposición a la 
ejecución formulado por el recurrente una vez que su 
antiguo Procurador le comunicó la existencia del proceso, 
adolece de rigorismo y desproporción, ya que la norma-
tiva aplicada al caso admitía una interpretación favorable 
al derecho fundamental invocado. En este sentido, señala, 
en primer lugar, que el art. 28 LEC en el que el Juez basó 
su decisión, no ofrecía sólo la posibilidad de considerar al 
Procurador Sr. Muñoz Nieto como recepcionista exclusivo 
de la comunicación, sino que permitía también la de acu-
dir a la notificación personal de la parte ejecutada, siendo 
más lógico, en este caso, acudir a ella, ante la afirmación 
de aquél de no tener contacto alguno con la parte ejecu-
tada ni ostentar actualmente su representación. En 
segundo lugar, porque el art. 553.2 LEC también prevé el 
emplazamiento personal del ejecutado y en el caso de 
autos era posible, al constar en la demanda ejecutiva el 
domicilio del ejecutado a efectos de notificaciones. Final-
mente destaca el Fiscal que la providencia de 7 de sep-
tiembre de 2005 no participó al Procurador que el plazo 
para oponerse estaba ya vencido, sino que de la misma 
se desprendía que el plazo para la formulación de la opo-
sición se abría de nuevo.

En definitiva, concluye diciendo que si el Juez hubiera 
optado por emplazar al ejecutado y que el mismo nom-
brase Procurador de su elección ello hubiera posibilitado 
el traslado y la presentación en tiempo del escrito de opo-
sición. Sin embargo el empeño judicial de que fuese el 
anterior Procurador de la parte ejecutada el que la repre-
sentase en el nuevo pleito produjo un confusionismo en 
las fechas determinante de la pérdida del trámite y, consi-
guientemente, la falta de presencia del ejecutado en el 
proceso. Por todo ello el Fiscal considera que la actuación 
judicial enjuiciada es lesiva del derecho a la tutela judicial 
efectiva, interesando el otorgamiento del amparo solici-
tado, con anulación de las resoluciones judiciales impug-
nadas para que se conceda al ejecutado un plazo para 
presentar su escrito de oposición a la ejecución formu-
lada en su contra.

8. Por providencia de 18 de septiembre de 2008 se 
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia 
el día 22 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente en amparo impugna el Auto del Juz-
gado de Primera Instancia núm. 2 de Majadahonda, de 23 
de diciembre de 2005, dictado en el procedimiento de 
ejecución de títulos judiciales núm. 372-2005, que deses-
tima el recurso de reposición formulado por el recurrente 
en amparo contra la providencia de 3 de octubre de 2005 
que inadmitió por extemporáneo su escrito de oposición 
a la ejecución instada en su contra.

Como ha quedado expuesto, en el caso de autos la 
demanda ejecutiva no fue notificada a la parte ejecutada 
(recurrente en amparo) sino al Procurador que había 
ostentado años antes su representación en el proceso de 
separación del que traía causa aquélla. Comunicada por 
el Procurador al órgano judicial la circunstancia de que 
había cesado en la representación de esa parte y que se 
intentara la notificación personal del ejecutado a fin de 
evitarle indefensión, se rechazó sobre la base de que, con-
forme al art. 28 de la Ley de enjuiciamiento civil (LEC), le 
correspondía tal representación hasta que quedase ejecu-
tada la Sentencia, dándole traslado nuevamente de la 
copia de la demanda ejecutiva por providencia de 7 de 

septiembre de 2005. Finalmente el citado Procurador con-
tactó con la parte ejecutada, que en el plazo de diez días, 
a contar desde ese nuevo traslado, formuló su escrito de 
oposición a la ejecución, que fue rechazado por extempo-
ráneo por providencia de 13 de octubre de 2005, al com-
putarse el plazo tomando como «dies a quo» el de la pri-
mera notificación al antiguo Procurador de la parte, 
actuante en el proceso de separación.

El recurrente en amparo denuncia la vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) por la 
falta de notificación personal de la demanda de ejecución 
y por la realización del acto de comunicación procesal a 
un Procurador que ya no ostentaba la representación de 
esa parte por haber concluido su función representativa 
en el anterior proceso de separación, sin que pudiera 
extenderse aquel poder al actual proceso de ejecución, 
como mantenía el órgano judicial. Tal actuación judicial le 
ha impedido ejercer su derecho a oponerse a la demanda 
ejecutiva, conculcando el derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión reconocido en el art. 24.1 CE.

El Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento del 
amparo solicitado al considerar que la actuación judicial 
discutida ha supuesto la vulneración del derecho funda-
mental invocado, al haber impedido al recurrente en 
amparo, a través de una interpretación rigorista de la nor-
mativa aplicable al caso, el ejercicio de su derecho de 
defensa frente a la ejecución instada en su contra.

2. Delimitados en los términos expuestos el objeto 
del presente recurso de amparo y las posiciones del 
demandante y del Ministerio Fiscal, la cuestión a enjuiciar 
estriba en determinar si en el presente caso se ha produ-
cido una denegación injustificada de acceso al proceso de 
ejecución contraria al derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) de la parte ejecutada.

El examen de la queja formulada requiere traer a 
colación la doctrina constitucional relativa al derecho al 
acceso a la jurisdicción. Cuando se cuestiona la lesión 
de ese derecho el control por parte de este Tribunal 
Constitucional de las resoluciones judiciales impugna-
das ha de ser especialmente intenso, pues rige el prin-
cipio pro actione, de estricta observancia para los órga-
nos judiciales. Si bien tal derecho no obliga a una 
ineludible selección de la interpretación más favorable 
de la legislación aplicable, sí veda cualquier decisión 
que por su rigorismo, por su formalismo excesivo o por 
cualquier otra causa muestre una manifiesta despro-
porción entre los fines que aquélla preserva y los inte-
reses que se sacrifican. En suma, cuando aparece com-
prometido el derecho de acceso al proceso, aunque no 
es función de este Tribunal interpretar la normativa pro-
cesal, sí lo es comprobar que la exégesis realizada por 
los órganos judiciales no resulta contraria a la Constitu-
ción en los términos indicados; esto es, habrá de com-
probar que la resolución judicial no es arbitraria, irrazo-
nable o incursa en error patente, así como que no 
resulta desproporcionada por su rigorismo o forma-
lismo excesivos (SSTC 205/1999, de 8 de noviembre, FJ 7; 
231/2001, de 26 de noviembre, FJ 2; 165/2003, de 29 de 
septiembre, FJ 2; 144/2004, de 13 de septiembre, FJ 2; 
294/2005, de 21 de noviembre, FJ 2; 63/2006, de 27 de 
febrero, FJ 2; y 10/2008, de 21 de enero, FJ 2).

3. A la luz de la doctrina expuesta el criterio que aco-
gen las resoluciones judiciales impugnadas, calificando el 
escrito de oposición a la ejecución como extemporáneo, 
conduce de forma irrazonable e injustificada a la priva-
ción del acceso al proceso del recurrente en amparo.

En efecto, las resoluciones judiciales recurridas, par-
tiendo de la idea de que el proceso de ejecución es un 
apéndice o continuación del proceso declarativo previo, 
consideraron que el acto de comunicación de la demanda 
ejecutiva al Procurador que había tenido el ejecutado en 
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el previo proceso declarativo era conforme a derecho en 
aplicación de lo dispuesto en el art. 28 LEC. Este precepto, 
en el que el Juez basó principalmente su decisión, dis-
pone que «mientras se halle vigente el poder, el Procura-
dor oirá y firmará los emplazamientos, citaciones, reque-
rimientos y notificaciones de todas clases, incluso las de 
sentencias que se refieran a su parte, durante el curso de 
asunto y hasta que quede ejecutada la sentencia, teniendo 
estas actuaciones la misma fuerza que si interviniere en 
ellas directamente el poderdante sin que le sea lícito pedir 
que se entiendan con éste». Es decir, se trata de una 
norma que, al igual que el art. 153 LEC, prevé la realiza-
ción de los actos de comunicación judicial con las partes 
a través de su Procurador, pero partiendo de la premisa 
de la existencia de un poder de representación vigente y 
de la necesidad de comunicar actos judiciales que se pro-
ducen en el curso de un proceso, circunstancias que no 
concurrieron en el caso de autos.

Ciertamente, en el presente supuesto, se trataba de un 
proceso nuevo y autónomo del de separación, en el que 
era preciso, conforme exige el art. 553.2 LEC, realizar la 
diligencia de notificación de la demanda ejecutiva a la 
persona del ejecutado para que pudiese personarse a tra-
vés del Abogado y Procurador de su elección y, formular, 
de este modo, su escrito de oposición a la demanda eje-
cutiva. Sin embargo el Juez no cumplió con lo precep-
tuado en esa norma, impidiendo que la parte ejecutada se 
personase en la ejecución para oponerse a la pretensión 
de la ejecutante.

El órgano judicial, no veló, pues, por la correcta cons-
titución de la relación jurídica procesal al despachar la 
ejecución, y tampoco actuó con posterioridad conforme 
al principio «pro actione» para permitir el ejercicio del 
derecho de defensa de la parte ejecutada una vez que el 
Procurador del proceso declarativo comunicó al ejecu-
tado la existencia de la demanda ejecutiva. En efecto, 
cuando la parte formuló su escrito de oposición a la ejecu-
ción dentro del plazo de diez días a contar desde la notifi-
cación del proveído de 7 de septiembre de 2005, el órgano 
judicial lo calificó como extemporáneo sobre la base de 
que el cómputo del plazo para formular la oposición se 
contaba a partir de la notificación del primer proveído 
remitido al Procurador con fecha de 18 de julio de 2005. 
Tal decisión resultó absolutamente rigurosa y despropor-
cionada, vedando injustificadamente a la parte la posibili-
dad de oponerse a la ejecución, sobre todo, teniendo en 
cuenta que, siguiendo esa interpretación, el plazo para 
oponerse a la demanda ya estaba vencido cuando el Juez 
dictó el segundo de los proveídos (el de 7 de septiembre 
de 2005), con lo que se incurre, además, en una contradic-
ción interna al haber dado al Procurador del proceso de 
separación un nuevo traslado de la demanda ejecutiva, 
cuya finalidad no podía ser otra que la de dar a la parte la 
posibilidad de contestarla.

Todo ello nos lleva a concluir que en el caso de autos 
el órgano judicial no cumplió con el deber de velar por los 
derechos de defensa de las partes en el seno del proceso 
a través de una correcta y escrupulosa constitución de la 
relación jurídico-procesal, lo que ha de conducir al otor-
gamiento del amparo por vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) al haberse cercenado 
el derecho del recurrente a oponerse a la demanda ejecu-
tiva formulada en su contra.

F A L L O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo promovida por don 
Luis Pastor Alcaraz y, en consecuencia:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho del recu-
rrente en amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
en su vertiente de acceso a la jurisdicción.

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad del Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 
de Majadahonda, de 23 de diciembre de 2005, recaído en 
los autos de ejecución de título judicial núm. 372-2005, y 
la de las providencias de ese Juzgado de 7 de septiembre 
y de 13 de octubre de 2005, con retroacción de las actua-
ciones al momento procesal oportuno para que la parte 
ejecutada pueda presentar su escrito de oposición a la 
demanda ejecutiva.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de septiembre de dos mil 
ocho.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 16300 Sala Segunda. Sentencia 111/2008, de 22 de sep-
tiembre de 2008. Recurso de amparo 7424-2006. 
Promovido por don Kamal Hadid Chaar res-
pecto a las Sentencias de las Salas de lo Penal 
del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacio-
nal que le condenaron por delito de colabora-
ción con organización terrorista (STC 35/2007).

 Supuesta vulneración del derecho a la presun-
ción de inocencia: condena penal por colabo-
rar con organización terrorista fundada en 
prueba indiciaria suficiente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez 
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez 
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7424-2006, promovido 
por don Kamal Hadid Chaar, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña Almudena Delgado Gordo y 
asistido por el Letrado don Tomás Fernández Martín, con-
tra la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de lo 
Penal de la Audiencia Nacional núm. 36/2005, de 26 de 
septiembre, recaída en el rollo de Sala núm. 64-2004, con-
firmada en casación en cuanto a la condena impuesta al 
demandante de amparo por la Sentencia de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo núm. 556/2006, de 31 de 
mayo, recaída en el recurso de casación núm. 1158-2005, 
en causa por delitos de integración en organización terro-
rista, colaboración con organización terrorista, falsifica-
ción de documentos públicos, estafa, tenencia ilícita de 
armas, tenencia de explosivos, tenencia de moneda falsa 
y homicidio terrorista. Han comparecido don Mohamed 
Ghaleb Kalaje Zouaydi, representado por el Procurador 
de los Tribunales don Juan de la Ossa Montes, don Luis 
José Galán González, representado por el Procurador de 
los Tribunales don Manuel García Ortiz de Urbina, don 


